

. “OLMEDO, MANUEL LUIS C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA – PLENA JURISDICCIÓN” (Expte. Nº 2322293 iniciado el 25/06/13)

         Bajó el: 25/08/15

         Fecha de elevación: 25/06/13 

Sentencia Nº 140 del 6/8/15 del TSJ dispuso hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el actor en contra de la Sent. Nº 56 del 16/5/13 de la Cámara y revocarla. Hace lugar parcialmente a la demanda y declara la nulidad de los actos impugnados, ordenando a la demandada reincorpore al actor a partir del primer día hábil del mes siguiente al dictado del presente resolutorio. No hace lugar a la demanda por pago de salarios caídos y daño moral. Impone las costas por el orden causado. 

SENTENCIA NÚMERO:56
En la Ciudad de Córdoba, a dieciséis días del mes de mayo de dos mil trece, siendo las diez y treinta horas, se reúnen en audiencia pública los señores Vocales de esta Excma. Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación, Dres. Ángel Antonio Gutiez, Juan Carlos Cafferata y Pilar Suárez Abalos de López, bajo la presidencia del primero de los nombrados, a los fines de dictar sentencia en los autos caratulados: “OLMEDO, MANUEL LUIS  C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA – PLENA JURISDICCIÓN”, (expte. letra O, n° 39, iniciado el 28 de diciembre del 2009), procediendo a fijar las siguientes cuestiones a resolver:

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción interpuesta?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

Conforme lo dispuesto previamente por el Sr. Presidente y de acuerdo con el sorteo que en este acto se realiza, los señores Vocales votan en el siguiente orden: Dres. Juan Carlos Cafferata, Pilar Suárez Abalos de López y Ángel Antonio Gutiez.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DR. JUAN CARLOS CAFFERATA DIJO:

I.- LA DEMANDA.-

Manuel Luis Olmedo comparece a fs. 1/4 promoviendo formal demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción en contra de la Provincia de Córdoba, con motivo del dictado del decreto 1206 de fecha 14 de septiembre de 2009, que dispuso su cesantía, y del decreto 1583 de fecha 6 de noviembre de 2009, por el que se rechazó el recurso de reconsideración planteado contra el anterior. Impetra que, al resolver, se declare la nulidad de dichos actos y se ordene su reincorporación y el pago de los haberes caídos, con intereses desde que cada suma es debida y hasta su efectivo pago. Pide costas.

Luego de explicar la forma en que agotó la vía administrativa, proporciona las razones por las cuales, a su juicio, los actos impugnados son nulos y así deben ser declarados.

DECRETO 1206/09

1) Dice revistar en el cargo administrativo categoría A‑4 (16‑004) del Programa de Violencia Familiar y Asistencia a la Víctima del Delito, dependiente del Ministerio de Justicia.

2) Que hasta el día 2 de febrero de 2008 gozaba de licencia no remunerada, por lo que no ha incurrido en faltas injustificadas, como alude el acto que se impugna.

Por el contrario, ante la falta de resolución a su pedido de reincorporación, realizado el 20 de junio de 2008, presentó pronto despacho con fecha 13 de marzo de 2009. Y en lugar de resolver sobre su solicitud, el Ministro de Justicia dictó una resolución declarando la perención de instancia administrativa, evidenciando de este modo la falta de voluntad de resolver la petición de reincorporación.

3) Que nunca fue emplazado por la Administración a fin de que se configure el abandono del servicio, sino que voluntariamente se presentó, y ante ello recién se dispuso su cesantía. Reitera que nunca hubo emplazamiento, tanto es así que en las sucesivas resoluciones y decretos que se han dictado, surgen contradicciones expresas en torno al emplazamiento, lo que evidencia su ausencia.

Que de ello resulta que se han violado sustancialmente los principios que informan los procedimientos y normas establecidas legalmente para el dictado del acto, razón suficiente para declarar su nulidad, lo que así se pide (art. 104 ley 6658).

4) Que la propia demandada reconoce en el acto impugnado la necesidad de emplazamiento previo a la sanción, pero que en su caso tal trámite no se cumplió. Que la Administración manifiesta que emplazó al actor en los términos del art. 72 de la ley 7233, pero no especifica en qué fecha lo hizo ni a qué domicilio, lo que evidencia la falta de veracidad al no existir ningún elemento de notificación.  

Advierte que tenía domicilio constituido, a donde se han realizado todas las notificaciones pertinentes, por lo que no entiende cuál es la imposibilidad de notificar el emplazamiento al mismo domicilio al que se han notificado todas las otras resoluciones.

Aclara que la obligación de constituir domicilio, impone la obligación de practicar allí las notificaciones, ya que de lo contrario resultaría un acto formal carente de sentido.

5) Que fue dejado cesante sin sumario previo. Y para el supuesto caso de que se considere que alguna norma impide o prohíbe su realización, deja planteada su inconstitucionalidad y la del art. 68, inc. d, y 72 de la ley 7233 y su reglamento, ya que resultaría manifiestamente opuesto al claro mandato de la Constitución Provincial, (art. 23, inc. 13) que dispone la obligatoriedad de realizar previamente un sumario para "separar del cargo" al agente.

Esta adecuación de las normas de la ley 7233 a una de rango superior como es la Constitución Provincial, no necesita de ninguna ley que así lo ordene, sino que surge del principio de supremacía constitucional. 

Es decir que la Constitución, sin lugar a interpretación alguna, ordena la obligación, antes de separar del cargo a un empleado público, de realizar un sumario, por lo que su omisión determina la nulidad manifiesta del acto que así lo dispone, configurándose un vicio que lo torna nulo (art. 104 ley 6658).

6) Que la demandada, por su propia omisión ilegal, ha impedido la realización de un procedimiento previo con el cual podría haber tenido conocimiento de la situación del actor, logrando así el conocimiento de la "verdad real" y evitando vicios en la formación de la voluntad administrativa.

7) Que si se lo hubiera oído en forma previa, podría haber puesto de manifiesto que incluso la Administración le continuó efectuando el pago de haberes mensuales, realizando el depósito en la cuenta bancaria de siempre. Pero que no percibió dichos haberes porque no tenía el consentimiento, la reafirmación de ese derecho, al no estar prestando servicios, a pesar de haber requerido que le fueran asignados, verbalmente e incluso por escrito. Esto demuestra que no hubo ningún emplazamiento, porque si así hubiera sido, se habría ordenado la suspensión del pago de haberes, al conocer que no había prestación de servicios.

8) Que el actor no haya percibido esos haberes depositados no quiere decir que de ese modo haya sido notificado de nada. Que esperó la resolución de su petición expresa, y en lugar de ello recibió esta grave sanción expulsiva, injusta, infundada, desproporcionada, con lo que sólo se pretende dar apariencia de legalidad a un procedimiento absolutamente viciado por ilegal e inconstitucional.

9) Que en definitiva, el acto importa una grave violación de la garantía del debido proceso legal, porque se ha producido una cesantía sin sumario previo, sin hacer conocer al actor los motivos de ella, y sin darle la posibilidad de ejercer acabadamente su derecho de defensa. Esto importa un incumplimiento del procedimiento previo necesario para disponer la cesantía, conforme lo dispuesto por las normas constitucionales y legales, por lo que es suficiente para declarar su nulidad, lo que así pide (arts. 18 y 33 de la C.N., art. 23 inc. 13 C. Pcial.).

Por lo que, independientemente de la defensa realizada en el sumario, aquí existe una nulidad objetiva y constitucionalmente ordenada, que es más que suficiente para la declaración de nulidad que solicita.

Reitera que no hubo abandono alguno, sino petición expresa de reincorporación, depósito de haberes que dan muestra de continuidad de la relación de empleo, y luego una cesantía sin sumario.

DECRETO 1583/09

Que este acto es nulo por participar de los vicios del anteriormente impugnado al haberlo convalidado, por lo que pide su nulidad. Además, el acto adolece de otros vicios que lo invalidan y que a continuación señala:

1) Que la demandada expresa en el acto que se impugna que, una vez vencida la licencia otorgada oportunamente, el actor no se presentó a prestar servicios, lo que originó su cesantía por abandono del cargo.

Aclara que era empleado de la demandada, y en esas condiciones estaba sometido a sus directivas. Si la accionada, durante todo el lapso temporal en que el actor permaneció alejado de sus funciones, no realizó acto alguno tendente a su restablecimiento, no obstante las numerosas presentaciones que el mismo empleado realizó en forma constante, no puede imputársele abandono alguno.

Que si bien se trata de una relación de empleo público, y como tal excluida de la legislación del trabajo, no es menos cierto que no por ello deja de existir una relación de carácter o con contenido laboral, que obliga a interpretar la conducta en forma adecuada a la relación de fuerzas existentes entre ambas partes del contrato.

2) Que la Administración cita jurisprudencia para tratar de justificar la violación al derecho de defensa. Dicha jurisprudencia establece que en determinadas situaciones la Administración podrá prescindir de realizar un sumario previo para separar del cargo al agente. En esos casos, se lo podrá sancionar mediante resolución fundada que indique las causas determinantes de la medida y previo habérsele corrido traslado a efectos de que formule descargo y aporte las constancias pertinentes. Es decir, prevé un procedimiento especial abreviado, pero bajo ningún aspecto elimina la obligación de emplazar al agente.

Que la propia demandada reconoce la obligación del previo emplazamiento al agente, ahora en un procedimiento especial abreviado. Pero de cualquier manera, abreviado o no, reconoce la obligación que antes no cumplió. La nulidad está en su propio texto.

3) Que dicho emplazamiento fue realizado mediante la pertinente publicación en el Boletín Oficial, dada la imposibilidad de notificar el emplazamiento de acuerdo a las previsiones del art. 72 de la ley 7233 al último domicilio denunciado por el actor. Que desconoce en qué consiste la supuesta "imposibilidad".

Que no hay ninguna consideración al respecto. Que simplemente se aduce una imposibilidad que de ninguna manera se acredita o justifica. Es la expresión de la arbitrariedad, del voluntarismo, que intenta justificar un incumplimiento legal.

Que la Administración nunca intentó notificar al domicilio constituido por el actor, y cuando lo hizo lo logró, y la mejor demostración de ello es que el decreto de cesantía y el que rechaza el recurso de reconsideración fueron notificados a ese domicilio sin inconveniente alguno.

Que entonces, el acto carece de fundamento para su dictado, o lo que es lo mismo, tiene un fundamento aparente, engañoso, falso, que ni siquiera se ha intentado justificar o demostrar en el propio acto.

Que es abierta la contradicción en el accionar de la demandada, que por una parte alude a la imposibilidad de notificar en un domicilio, y luego concreta notificaciones en el mismo sin inconveniente alguno.

Que en el acto impugnado anteriormente, decreto 1206/09, la demandada manifestó haber realizado dicho emplazamiento en los términos del art. 72 de la ley 7233, decreto reglamentario 1080/86. Es decir, manifiesta haber concretado ese emplazamiento, mientras que luego, en este acto, niega haberlo realizado por una supuesta "imposibilidad".

Dicha contradicción no requiere de mayores consideraciones para evidenciar la falta de emplazamiento, y con ello de uno de los presupuestos legalmente necesarios para el dictado de un acto legítimo.

DAÑOS ‑ HABERES CAIDOS

1) Que la omisión de reincorporarlo y el haber dispuesto su cesantía han ocasionado que el actor se vea privado de la percepción de sus haberes mensuales por el período posterior a la licencia de que gozara.

2) Que en consecuencia, al momento de dictar sentencia declarando la nulidad de la cesantía, se deberá hacer lugar también al pago de los haberes caídos con sus intereses hasta el efectivo pago, ya que es la única forma de reparar el daño ocasionado, y que está exactamente mensurado de ese modo, porque la privación que ha sufrido ha sido de ese valor.

3) Que además se le ha producido un grave daño moral, al ser objeto de una sanción de cesantía por un supuesto abandono, por un incumplimiento, por una supuesta falta que no ha cometido, y no obstante ello tiene que padecer sus consecuencias, por lo que solicita se le condene a la demandada al pago de una suma equivalente al cincuenta por ciento (50%) de los haberes caídos en concepto de daño moral, o lo que V.E. indique según su prudente arbitrio.

Concluye que los actos impugnados afectan su derecho de propiedad, el derecho de igualdad, el principio de legalidad, la garantía del debido proceso legal y a la estabilidad, por lo que deja planteada su inconstitucionalidad y hace reserva del recurso extraordinario.

Pide, en definitiva, se haga lugar a la demanda en todas sus partes, con costas.


II.- LA CONTESTACIÓN.-
Admitida la causa previo dictamen fiscal y personada la demandada a juicio, contesta a la demanda a fs. 26/29 vta. solicitando su rechazo, con costas.

Niega en general todos los hechos y el derecho expresados en la demanda, salvo expreso reconocimiento de su parte.

Niega que las resoluciones impugnadas afecten arbitrariamente derechos subjetivos del accionante y consecuentemente la normativa Constitucional de la Nación y la Provincia en que éstos se amparan, como el relativo a la estabilidad en el empleo y a la carrera administrativa.

Niega que los actos impugnados carezcan de fundamentación al omitir mencionar los motivos por los que se considera acreditada la falta que se imputa al accionante, no siendo formal o sustancialmente contrarios a derecho ni a la realidad documentada de los hechos, o violatorios de derechos subjetivos del actor. Por el contrario, afirma que son actos perfectos, dictados por autoridad competente, adecuados a su causa y fin, debidamente motivados, en los que se ha respetado la forma y el procedimiento de formación de la voluntad administrativa, y su contenido u objeto cumplimenta las exigencias procedimentales.

Sostiene que en ningún momento el derecho de defensa del actor se ha visto vulnerado en la etapa administrativa que precede estas actuaciones, las que se han tramitado con todas las formalidades de ley y en cuyo transcurso el actor tuvo la oportunidad de defenderse a través de las distintas vías recursivas, cumpliéndose con principios establecidos por la doctrina y por las leyes para ejercer la potestad disciplinaria.

Que conforme surge de los antecedentes que se reservan en la Secretaría de esta Cámara, surge conforme constancia de fs. 5 de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Justicia, que el accionante incurrió en inasistencias injustificadas desde el vencimiento de la licencia sin goce de haberes por razones particulares (2‑2‑08), otorgada por resolución de la Secretaría General de la Gobernación 865 de fecha 15 de agosto de 2007, hecho que fue notificado en debida forma a aquél, habiéndoselo emplazado para que las justifique.

Que el agente no se presentó a formular el descargo correspondiente, por lo cual el 7 de octubre de 2008 se libró cédula de notificación intimándolo a que justificara las inasistencias, bajo apercibimiento de cesantía.

Que la conducta del agente queda atrapada por la normativa del art. 68, incs. c y e de la ley 7233, en cuanto que no reasumió sus funciones luego de la finalización de la licencia no remunerada por razones particulares, oportunamente concedida por resolución 865/07 ‑fs. 7‑, configurándose así abandono del cargo.

Que específicamente el art. 68, inc. d, del decreto reglamentario 1080/86 textualmente reza: "Incurre en abandono del cargo el agente que falta injustificadamente a sus tareas durante más de cinco (5) días hábiles continuos. La Oficina de Personal respectiva deberá efectuar el emplazamiento que dispone el art. 72 de la Ley". Así las cosas, la conducta del agente encuadra en este artículo y en lo previsto por el art. 72 de la ley 7233, por haber incurrido en más de cinco días continuos de inasistencias injustificadas, habiendo vencido ‑en exceso‑ el término de 48 horas para formular descargo.

Por otra parte, se libró carta documento CAV0001367/5 dirigida al actor con fecha 6 de noviembre de 2008, surgiendo del acuse de recibo que fue diligenciada con fecha 7‑11-08 y que no fue entregada porque "se mudó" (fs. 8 vta.). En tal sentido, el art. 72 del decreto reglamentario 1080/86, establece que: "las notificaciones, citaciones y emplazamientos o vistas que deban practicarse con motivo de lo dispuesto en dicho artículo, deberán realizarse conforme a lo establecido en la Ley de Trámite Administrativo de la Provincia al último domicilio denunciado por el agente". Concordante con ello, el art. 26 de la ley 5350 (T.O 6658) estatuye que: "El domicilio constituido se reputará subsistente mientras no se designe otro". En cumplimiento de ello, así se ha actuado en todas las notificaciones realizadas al actor, por lo que si las mismas no han llegado a ser conocidas por el agente, se debe a que éste no ha dado cabal cumplimiento a lo dispuesto por el art. 17, inc. x, de la ley 7233 al no haber mantenido actualizada la información referente al domicilio.

Que por otra parte, y a fin de garantizar el derecho de defensa del accionante, se ordenó la publicación de edictos en el Boletín Oficial de la Provincia de Córdoba fin de emplazar e intimar bajo apercibimiento de cesantía a que el actor formule descargo y ofrezca las pruebas que hagan a su derecho respecto de las inasistencias incurridas, habiéndose glosado a los antecedentes administrativos tales constancias. Que pese a ello, el accionante no cumplió con dicha carga, tal como se acredita a fs. 29 del expediente administrativo 0485‑01492312008.

Que en definitiva, el acto mediante el cual se dejó cesante al actor se encuentra debidamente fundado en base a las consideraciones ya efectuadas y antecedentes incorporados a la presente causa, por lo que carece de asidero la afirmación de que dicho decreto no tiene fundamentación, es ilegal, inconstitucional, etc, ya que el mismo acto contiene su sustento legal y fáctico, basado a su vez en las actuaciones administrativas labradas al efecto, las cuales han sido efectuadas conforme a derecho y contiene todos los requisitos exigidos por la ley y la doctrina, por lo que corresponde desestimar la acción planteada por la contraria, con costas.

Formula reserva del caso federal para acudir a la Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación por la vía del recurso extraordinario autorizado por el art. 14 de la ley 48, en razón de que un fallo condenatorio afectaría seriamente su derecho de propiedad. Asimismo, la sentencia que hiciera lugar a las pretensiones de la contraparte sería arbitraria, no compadeciéndose con un adecuado servicio de justicia, por lo que tal pronunciamiento atentaría contra los derechos de igualdad, de defensa y del debido proceso legal, así como el principio de legalidad.

Con tal motivo, efectúa la reserva del caso federal por las causas invocadas, por la de arbitrariedad y aún por las de posible gravedad institucional y denegación de justicia que podrían configurarse si no se resolviera adecuadamente o se dejara de pronunciar sobre alguno o todos los puntos de su defensa.

Pide, en definitiva, el rechazo de la demanda en todas sus partes, con costas.

III.- OTRAS ACTUACIONES.- 
Abierta la causa a prueba, las partes ofrecen las que hacen a sus respectivos derechos. La actora propone la suya a fs. 35 y vta. y la demandada hace lo propio a fs. 189 y vta.

Vencido el período probatorio las partes presentan sus alegatos, incorporándose el de la actora a fs. 192/195 y el de la demandada a fs. 196/199.

Notificado y firme el decreto de autos (fs. 200), queda la presente causa en estado de ser resuelta.

IV.- ANÁLISIS DE LA CAUSA.-

Como resulta de la relación de causa, discrepan las partes acerca de la legitimidad de los actos administrativos impugnados en cuanto dispusieron la cesantía del actor con motivo de no haberse reintegrado a sus funciones luego del vencimiento de la licencia no remunerada que le fuera otorgada por razones particulares mediante resolución 865/07.

Como los trámites cumplidos en las actuaciones administrativas han estado dispersos en distintos expedientes, además de haberse cometido reiterados errores a los que más adelante me referiré, considero que a fin de aportar claridad resulta conveniente analizar lo actuado en orden cronológico, aun cuando lo haya sido en diversos lugares.

El procedimiento sancionatorio.-

El art. 23, inc. 13, de la Constitución Provincial garantiza a todas las personas  «...la estabilidad en los empleos públicos de carrera, no pudiendo ser separados del cargo sin sumario previo, que se funde en causa legal y sin garantizarse el derecho de defensa. Toda cesantía que contravenga lo antes expresado, será nula, con la reparación pertinente...».

La exigencia de sumario, sin embargo, admite excepción en aquellos casos en que se trate de la comisión de faltas objetivas, expresamente previstas por la ley, en que se acepta la posibilidad de llevar a cabo un trámite conciso que, no obstante, garantice al agente el adecuado ejercicio de su derecho de defensa. En ese orden de ideas, la ley 7233 permite sustituir, para las causales allí contempladas, el trámite sumarial por un traslado que se debe correr al agente a fin de que formule descargo en ejercicio de su derecho constitucional (art. 72 de la ley 7233).

En ese sentido ha dicho el Tribunal Superior de Justicia en sentencia 12/96, in re "Esteban..." que «El descargo presupone, en consecuencia, un procedimiento reducido tendiente a tutelar el derecho de defensa y a facilitar nuevos elementos de juicio a la Administración. Empero, si bien no requiere la formalidad propia del procedimiento sumarial, sin embargo debe resguardar aunque mínimamente el cumplimiento de los siguientes aspectos: derecho a ser oído, a ofrecer y producir prueba y a una decisión fundada. Todo ello en el marco sumarísimo que la naturaleza de ese trámite implica».
Para aplicar la sanción que en definitiva se impuso al actor se utilizó el referido procedimiento breve. Pero para resolver sobre su validez en el caso, habrá que atender a la forma en que se verificó. Veamos:

Las actuaciones administrativas.-

Mediante resolución 865, dictada por la Sra. Secretaria General de la Gobernación y Control de Gestión el 15-8-07 (ver fs. 6 del expediente administrativo 0485-014.923/08, reservado en la Secretaría del tribunal y que tengo a la vista), se concedió licencia no remunerada al actor "hasta el 02 de Febrero de 2008".

Pasado un tiempo del vencimiento de dicha licencia (vencimiento que se produjo, como dije, el 3-2-08), Manuel Luis Olmedo presentó nota al Sr. Ministro de Justicia en fecha 20-6-08 (fs. 1 del folio único 26 del expediente administrativo 0485-013.340/07) expresando "Que habiéndose vencido la licencia otorgada oportunamente al suscripto, sin que se le hayan asignado funciones en ese Ministerio, viene a solicitar se le asignen tareas y se indique el lugar de prestación de las mismas". En ese escrito constituyó domicilio en calle 27 de Abril 370, piso 12, departamentos A y b de esta ciudad. 

Posteriormente, esto es el 24 de junio de 2008, después de casi cinco meses  de producida la primera inasistencia y sin haber resuelto la petición mencionada en el párrafo precedente, la Administración decidió emplazar al actor "a efectos de justificar las inasistencias producidas". Esa notificación fue dirigida (reitero, el 24 de junio de 2008 y pese a la constitución de nuevo domicilio realizada el 20-6-08) al domicilio de Martín Gil 4371 de B° Padre Claret, habiendo informado el notificador "que Manuel Olmedo no se encontraba en su domicilio por lo cual dejé copia de la notificación por debajo de la puerta" (fs. 2 del expediente administrativo 0485-014.923/08).

Es evidente que el actor nunca tomó cocimiento de dicha notificación, no sólo por haberse mudado de ese domicilio, sino que tal conclusión se deriva también del hecho de que, con fecha 13-3-09, ante la falta de respuesta de la autoridad administrativa a su pedido de asignación de tareas del 20-6-08, presentó pronto despacho instando su resolución (fs. 1 del folio único 24 del expediente citado).

Pero en lugar de resolver la petición, la Administración dejó pasar el tiempo hasta el 13-4-09, en que el Sr. Ministro de Justicia decidió dictar la resolución 50 (posterior al pronto despacho, como se ve), declarando operada la perención de la instancia administrativa.
Cabe a esta altura recordar que, según dispone el art. 54 de la ley 6658, «Las notificaciones ordenadas en actuacio​nes administrativas deberán contener la pertinente moti​vación del acto y el texto íntegro de su parte resolu​tiva, con la expresión de su carátula y numeración co​rrespondiente, y se dirigirán al domicilio constituido o, en su defecto, al do​micilio real». Conforme con dicha previsión legislativa, la cédula debió dirigirse al domicilio constituido o en su defecto (es decir, a falta de domicilio constituido), al real. Pero sigamos.

Luego del fracaso de la notificación dirigida al domicilio real del actor, se decidió practicar una nueva con fecha 6-11-08, esta vez realizada mediante carta documento (fs. 7 del expediente 0485-014.923/08), pero también remitida al domicilio real, pese a que ya estaba constituido otro. 

Luego de ello, la Administración entendió que las notificaciones practicadas "resultan defectuosas" (fs. 16), por lo que se dispuso cursar una nueva intimación (lo que se hizo mediante carta documento de fs. 18), dirigiéndola "al último domicilio denunciado por el agente en su legajo personal", haciendo caso omiso del domicilio constituido. Dicha pieza postal fue devuelta por el correo con la constancia de que "se mudó" (fs. 8 vta. del expediente administrativo).

Luego, a instancias de la Dirección de Asuntos Legales de la D.G.P. (fs. 21), se realizó un nuevo emplazamiento, esta vez mediante publicaciones en el Boletín Oficial los días 16, 17, 18, 19 y 22 de junio de 2009 (fs. 25/28). Cabe acotar que el art. 58 de la ley 6658 reserva esta posibilidad (la notificación por edictos) para cuando se trate de «personas inciertas o cuyo domicilio se ignore», supuestos en ninguno de los cuales resulta subsumible la situación del actor.

Para concluir, señalo que pese a la existencia de las referidas notificaciones, que se encuentran viciadas por lo antes señalado (por haberse dirigido al domicilio real existiendo uno constituido, y por haberse efectuado publicaciones en el Boletín Oficial pese a que el notificado era persona cierta y de domicilio conocido), y como tales afectadas de nulidad por virtud del art. 59 de la ley 6658, no fueron convalidadas en la forma prevista en el párrafo final de este dispositivo, desde en ningún momento el actor se presentó ni se dio por sabedor de los mentados emplazamientos. Por el contrario, en su recurso de reconsideración negó haberlos recibido.

En definitiva, el actor no fue debidamente notificado de los emplazamientos que se le dirigieron a un domicilio que había perdido vigencia, con lo que se le impidió ejercer en plenitud su derecho de defensa, lo que acarrea la nulidad de la cesantía practicada en consecuencia.

La Administración, no obstante, pretendió enmendar sus desaciertos con la notificación del decreto de cesantía, que no sólo realizó en el domicilio real (de donde el correo informó que el actor se había mudado), sino que se libró también cédula de notificación dirigida por primera vez al domicilio constituido de 27 de Abril 370, piso 12, dptos. A y B (fs. 34/35 del expediente administrativo 0485-014.923/08), ocasión en que el actor tomó conocimiento de lo actuado.

Los emplazamientos.-

En los distintos emplazamientos y actos dictados en relación con el actor, la Administración ha invocado diversos dispositivos legales: 

En el primer emplazamiento del 24-6-08 no se invocó norma legal alguna; en la carta documento del 6-11-08 se aludió a la "Ley 7233 y su Decreto Reglamentario 1080/86" (sin mencionar artículo ni inciso); en la carta documento del 4-5-09 se hizo referencia al art. 68, inc. d, "con motivo de quedar incurso (sic) su conducta en abandono de cargo"; en las publicaciones en el Boletín Oficial el emplazamiento se mencionó "lo dispuesto en el art. 68 incs. "a" y "d" de la Ley citada" (la 7233).

El acto sancionatorio (decreto 1206/09) contribuye a profundizar la confusión en cuanto al fundamento legal de la medida adoptada, ya que en sus considerandos se hace referencia a «...la causal de abandono de cargo prevista en el mencionado Artículo 68, inc. d) de la Ley Nro. 7233 y su Decreto Reglamentario Nro. 1080/86 por haber incurrido en inasistencias injustificadas durante más de cinco días...»; mientras que en su parte resolutiva funda la cesantía del actor por haberlo encontrado «...incurso en las causales previstas en el Artículo 68 inciso a) de la Ley 7233 y su Decreto Reglamentario Nro. 1080/86» (dispositivo que se refiere a «Inasistencias injustificadas de más de diez (10) días discontinuos en el año calendario»).

Y para completar el cuadro, al contestar a la demanda la accionada sostiene que «... la conducta del agente queda atrapada por la normativa del art. 68, incs. c y e de la ley 7233» (fs. 27 vta.), dispositivos que se refieren a «Faltas o transgresiones graves o reiteradas en el cumplimiento de sus tareas, o falta o transgresión, o desobediencia, grave o reiterada, respecto del superior en la oficina o en actos de servicio, aunque no perjudiquen a la Administración» (inc. c) y a «Incumplimiento grave o reiterado de las obligaciones determinadas en el artículo 17º». Aunque luego (fs. 28) habla del inc. d.

Esta imprecisa cita de fundamentos legales, demostrativa per se de una censurable inseguridad jurídica para quien debe ejercer su derecho de defensa; la nulidad de las notificaciones practicadas (art. 59 de la ley 6658); la falta de respuesta de la Administración a la solicitud de asignación de tareas formulada por el actor; y la inconcebible lentitud con que inició el procedimiento reducido previsto por el art. 72 de la ley 7233 (después de casi cinco meses de ausencia del actor a la finalización de su licencia), hablan a las claras de un proceder administrativo reñido con la buena fe cuyas consecuencias, obviamente, deben ser soportadas por quien tiene a su cargo la dirección del trámite administrativo por virtud del art. 7 de la ley 6658, y no por el administrado.

Para completar el cuadro, es digna de mención la decisión administrativa de declarar la perención de la instancia referida a la petición del actor de que se le asignaran tareas (ver resolución 50/09 del Ministerio de Justicia (fs. 32/33 del expediente administrativo 0485-013.340/07) aduciendo que se trataba de un trámite iniciado en el mero interés del administrado y olvidando la clara previsión del segundo párrafo del art. 7 de la ley 6658. Tan singular decisión administrativa es muestra del orden de prioridades de los funcionarios intervinientes, que parecen no han considerado de interés administrativo la asignación de tareas a sus empleados y han preferido dejar irresuelta la solicitud de trabajo de un dependiente valiéndose del arbitrio de la perención y del archivo, esquivando de tal guisa el fiel cumplimiento de su obligación constitucional de pronunciarse sobre el fondo de la cuestión que les fuera sometida. 

En virtud de todas las razones expuestas es que considero que asiste razón al accionante, por lo que me pronuncio por la admisión de la demanda, declarando la nulidad del los actos impugnados y condenando a la accionada a reincorporar al actor en el cargo que poseía o en otro de jerarquía equivalente en la misma jurisdicción, asignándole tareas acordes con su cargo de revista.

Correlativamente, habrá de condenarse a la accionada a abonar al demandante los haberes caídos por el lapso existente entre su solicitud de asignación de funciones (el 20-6-08) y la efectiva reincorporación, con intereses desde que cada suma es debida y hasta su efectivo pago, a la tasa pasiva promedio mensual que publica el Banco Central de la República Argentina con más el 2% nominal mensual (cfr. jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia, Sala Laboral, in re "Hernández...", sentencia nº 39 de fecha 25-6-02; y Sala Contencioso Administrativa in re "Bogetti de Cabaglio...", sentencia nº 138/02. Así opino.

En definitiva y por todo lo dicho, a la primera cuestión me pronuncio en sentido afirmativo. Así voto.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA, LA SEÑORA VOCAL DRA. PILAR SUÁREZ ABALOS DE LÓPEZ DIJO:

I) Doy por reproducida la relación de causa efectuada por el Sr. Vocal de primer voto.

II) El criterio que me he formado acerca de la solución a imprimir a esta causa, luego del análisis de los elementos obrantes, se ubica en las antípodas del que sustenta mi colega, por las razones que paso a exponer.

La Administración ejerció su potestad sancionatoria en aplicación de las normas disciplinarias contenidas en la Ley 7233 que tipifican los deberes de los agentes públicos, cuya violación es sancionada por el ordenamiento jurídico objetivo.

Recordemos que conforme al art. 17 de la Ley 7233, “Sin perjuicio de los deberes que particularmente le impongan las leyes, decretos y resoluciones especiales, el agente está obligado a: Inc. a) A la prestación personal del servicio con eficiencia, responsabilidad y diligencia en el lugar y condiciones de tiempo y forma que determinen las disposiciones reglamentarias correspondientes...".

Art. 66: “El personal no podrá ser privado de su empleo ni objeto de medidas disciplinarias sino por las causas y procedimientos que este estatuto determina. Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales fijadas por las leyes respectivas, serán pasibles de las siguientes sanciones por delitos y faltas que cometan: ... c) Cesantía...”. 

Art. 68: Son causas para la cesantía: ... a) Inasistencias injustificadas de más de diez (10) días discontinuos en el año calendario...”.

... d) Abandono del cargo...”.

Conforme al Art. 68 reglamentado por el Decreto N° 1080/92: “... Incurre en abandono del cargo el agente que falta injustificadamente a sus tareas durante más de cinco (5) días hábiles continuos”.

Finalmente, de acuerdo a la Ley 7233, Art. 72: “No será necesario sumario previo cuando medien las causales previstas en los incisos... a), b), d) y k) del artículo 68°.... En estos casos el agente será sancionado mediante resolución fundada que indique las causas determinantes de la medida y previo habérsele corrido traslado a efectos de que éste, dentro de las 48 horas formule el descargo y aporte las constancias correspondientes”. 
Procedimiento breve este último que armoniza absolutamente con los arts. 14 bis de la Constitución Nacional y 23 inc. 13 de la Constitución Provincial, como lo ha expresado el Dr. Cafferata, por las razones que brinda y la jurisprudencia apuntada, sobre lo cual, por tanto, no cabe abundar.

III) En cuanto a los vicios formales esgrimidos como fundamento de la nulidad del acto sancionatorio, destaco que tanto esta Cámara como el Tribunal Superior de Justicia tienen como doctrina seguida constantemente, que la imposición de una sanción administrativa presupone el respeto ineludible del principio fundamental del debido proceso y del derecho de defensa (vid T.S.J., Sala Cont. Adm., Sent. Nro. 12/1996 "Esteban, Elsa E. c/..."; Sent. Nro. 203/1999 "Ríus, Guillermo Clemente c/..."; Sent. Nro. 48/2000 "Zeverín Escribano, Alejandro c/..."; Sent. Nro. 102/2001 "Benassi, Rubén Darío c/..."; Sent. Nro. 165/01 “Díaz, Realdo c/...”, entre otras).

Como se tiene dicho, “la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha acabado con las discusiones doctrinarias sobre la vigencia de dichas garantías en el marco de procesos distintos a los de la jurisdicción penal, prevaleciendo en definitiva la tesis en orden a que las normas sustanciales de la garantía de la defensa deben observarse en todos los procesos, incluso ante Tribunales administrativos, por lo que el artículo 18 de la Constitución Nacional y los artículos 23 inciso 13, 39 y 40 de la Constitución Provincial, trascienden el campo de lo estrictamente penal (C.S.J.N. "Riccomi" Fallos 312:779 y "Fernández" Fallos 312:1042, vid Sagües, Néstor Pedro, "Elementos de Derecho Constitucional", Edit. Astrea, 3ra. Edic. 1999, pág. 757), vinculando positivamente la actuación de la Administración”, T.S.J., Sent. N° 165/01 entre otras).

Siguiendo con el análisis efectuado por el Alto Cuerpo Provincial, es destacable que la Corte ha puesto de manifiesto la trascendencia que para el ejercicio de la potestad sancionatoria adquiere la acusación. Así ha precisado que "Las garantías del debido proceso y la defensa en juicio exigen que la acusación describa con precisión la conducta imputada, a los efectos de que el procesado pueda ejercer en plenitud su derecho a ser oído y producir prueba en su descargo, así como también el de hacer valer todos los medios conducentes a su defensa..." (C.S.J.N. Fallos 290:293; 297:134; 298:308; 306:467; fallo del 18-04-1989 "Crudo, Alberto..."; 01-09-1992 E.D. 151:147, con notas de Sinópoli, Santiago M. y Bidart Campos, Germán J.).

Ese recaudo procedimental, destaca el T.S.J., concuerda con el principio de congruencia ya que la sanción no puede basarse en extremos diferentes a aquéllos que fueron objeto de la imputación. Debe existir correlación entre los cargos imputados y la resolución sancionatoria.

“Pero la imputación como garantía de homogeneidad entre los hechos imputados y los que son objeto de sanción, tiene un carácter instrumental para el pleno ejercicio del derecho de defensa. Por lo que las presuntas irregularidades que pudieran atribuirse a la forma en que se llevó a cabo en cada caso, no se erige por sí solo como vicio invalidante del acto sancionatorio por violación de los principios que informan los procedimientos y normas establecidas legal y reglamentariamente para su dictado (artículo 104, Ley 6658), en la medida que tales deficiencias no signifiquen una real y concreta limitación material al pleno ejercicio del derecho de defensa.
En el contexto de la Ley 7233, el Legislador a más de prescribir la manera en que debe iniciarse el procedimiento disciplinario para el caso en que se juzgue la conducta de un agente de la Administración Pública Provincial (arts. 76 y 77 ley cit.), ha establecido los requisitos que ponderó necesarios a los fines que el inculpado pueda tener noticia cabal de la falta que se le imputa, con conocimiento circunstanciado de los hechos, autor, partícipes y la prueba existente en su contra (art. 77 ib. y Punto 7, Decreto Reglamentario Nro. 1080/86).

Dichos preceptos se erigen como una garantía formal, instituida por vía reglamentaria, para la salvaguarda del derecho al debido proceso adjetivo y a la defensa, en el marco específico del procedimiento sancionatorio estatuido en la Ley 7233 y, por tanto, la inobservancia de tales recaudos formales puede ser causal de invalidación del acto administrativo, en la medida que ello signifique una restricción sustancial a tales derechos, a punto de colocar al sujeto sancionado en estado de indefensión.

Es que si el derecho al debido proceso adjetivo y el derecho de defensa comprenden la posibilidad de alegar y ser oído, de ofrecer y producir prueba y de obtener una decisión fundada que haga mérito de ella y considere expresamente los principales argumentos y las cuestiones propuestas, ello significa consagrar a favor del administrado un verdadero derecho a la no indefensión.
Con esa proyección, las violaciones formales o meramente adjetivas, que no signifiquen una restricción material al derecho de defensa, o que no se presenten con los caracteres de una privación real, efectiva, actual, no meramente potencial, hipotética o abstracta, de la posibilidad de alegación y prueba, no conducen inexorablemente a la invalidación del acto sancionatorio”.

La ponderación de la efectiva restricción al pleno ejercicio del derecho de defensa del administrado acusado de la comisión de una falta administrativa, como asimismo la ineludible observancia de las reglas que en el caso concreto garantizan el debido proceso adjetivo, requiere un examen objetivo y puntual de todas las circunstancias acreditadas desde el inicio mismo del trámite sancionatorio.

IV) En el presente caso, en cuanto a los “diversos dispositivos legales” que habría invocado la Administración en los también diversos emplazamientos cursados al actor, y respecto de que el acto sancionatorio “contribuye a profundizar la confusión en cuanto al fundamento legal de la medida adoptada” que halla mi colega, no encuentro un solo elemento o comportamiento administrativo que haya afectado el derecho de defensa de Olmedo.

Admitir lo contrario, implicaría la aceptación de la nulidad por la nulidad misma, lo que no tiene recibo en la doctrina ni en la jurisprudencia (C.S.J.N. Fallos 260:153; 286:76; 294:383; 295:544; T.S.J. Sala Cont. Adm., Sent. Nro. 16/1997 "Pelegrín, Néstor Francisco c/...", Sent. Nro. 48/2000 "Zeverín Escribano, Alejandro c/..."; Sala Penal, Sent. Nro. 46/1997 "Nápoli...", Sent. Nro. 18/2000 "Bosio...", Sent. Nro. 40/2001 "Cánepa..."; Sent. N° 165/01 Díaz Realdo...”, entre otros).

Así, el T.S.J. predicaba: “Cabe destacar que en el derecho administrativo sancionador, e incluso en el derecho penal, la identidad que se procura tutelar es fáctica y no jurídica (T.S.J., Sala Penal, Sent. Nro. 18/2000 "Bosio"), toda vez que el órgano instructor formula una hipótesis fáctica que se somete a la consideración del órgano decisor, determinando así el objeto procesal concreto en relación al cual éste debe resolver.
La acusación opera entonces como una garantía de la homogeneidad entre los hechos imputados y los que son objeto de sanción, facilitando la defensa del acusado respecto de todos y cada uno de los elementos fácticos que componen el tipo legal de la falta, resultando inocua la modificación de la calificación si se configura esa homogeneidad entre los hechos atribuidos y los que, en definitiva, constituyen el elemento fáctico base de la sanción aplicada (T.S.J. Sala Cont. Adm. Sent. Nro. 48/2000, "Zeverín Escribano, Alejandro c/...").
Con respecto a la calificación jurídica del hecho imputado, el Tribunal Constitucional Español ha indicado de forma reiterada que es posible, limitadamente, su cambio. Para ello, se exige "la homogeneidad de los delitos objeto de acusación y objeto de la condena, por lo que no se infringe este derecho cuando el demandado ha tenido ocasión de defenderse de todos y cada uno de los elementos fácticos que componen el tipo de delito señalado en la sentencia, siendo inocua la modificación de calificación si existe dicha homogeneidad, entendida como identidad del bien o interés protegido en cuanto haya una porción del acaecer concreto o histórico común en la calificación de la acusación y en la de la sentencia" (vid Pico I. Junoy Joan, "Las garantías constitucionales del proceso", J. M. Bosch Editor, Barcelona 1997, pág. 110)...”.
De allí que, tal como pudiera haber ocurrido en el caso sub examen, la modificación de la calificación legal inicial efectuada en los diversos emplazamientos o el acto sancionatorio, no importa un vicio invalidante del acto sancionador por violación del debido proceso legal y del derecho de defensa, en tanto y en cuanto, como enfatiza el T.S.J. en las causas citadas, “no hubo modificación del hecho imputado desde el acto de apertura del sumario (Res. ...) hasta el acto que dispuso la cesantía (Res. N°...), que en los diversos momentos del procedimiento sumarial (o, agrego por mi parte, en cualquier procedimiento administrativo de carácter sancionatorio, aún abreviado), se mantuvo siempre idéntico en sus condiciones de tiempo, modo, lugar y persona acusada”.

El “facto” en nuestro caso, siempre estuvo constituido por las ausencias injustificadas del agente (cuya cantidad destacaremos oportunamente), que implicaron, lisa y llanamente, un claro abandono del cargo, de lo que siempre se le acusó,  emplazándolo para que justificara las ausencias en que había incurrido. 

El vicio que en este orden se adjudica y se encuentra en los actos atacados, es nítidamente inexistente. 

V) Avancemos en el análisis del caso.

De acuerdo a las actuaciones habidas en el expediente administrativo N° 0485-013340/2007 que obra reservado por secretaría y tengo a la vista, el actor fue designado por Decreto del Poder Ejecutivo Provincial N° 1264 de fecha 27/09/06, en Planta Permanente de la Administración Pública a partir del día 01/10/06, con carácter provisorio en los términos del art. 15 de la Ley 7233, en el cargo administrativo y técnico categoría 2, dentro del ámbito del Ministerio de Justicia Provincial (fs. 15).

Con fecha 05/03/07, esto es, cinco (5) meses y cinco (5) días después de su designación, el agente comparece ante el Ministerio del que dependía a solicitar una licencia sin goce de sueldo por razones particulares, por el término de un (1) año desde el 01/04/07 al 01/04/08 (fs. 3 ib.).

Con fecha 30/03/07 efectúa otra presentación, expresando que debido a que la antigüedad que reviste en la Administración es inferior a un (1) año, rectifica el pedido de licencia por el término que corresponda según su antigüedad, dejando establecido como fecha de inicio de la misma, el 01/04/07, esto es, a partir del día siguiente al de esta nueva presentación (fs. 6 ib.).

Extrañamente, el dictamen de la Dirección General de Asuntos Legales que se expide favorablemente –con base, según se expresa, en el art. 51 inc. b) de la Ley 7233- y que apreciamos a fs. 7/8 del expediente administrativo que se analiza, lleva fecha 27/03/07, esto es, su emisión es anterior en tres (3) días a la fecha en que Olmedo hiciera el pedido rectificatorio del primero y acerca del cual se pronuncia el organismo asesor. 

Con fecha 15/08/07, la Secretaría General de la Gobernación emite la Resolución N° 865, en la que se expresa que, obrando visto bueno del Ministro, “CONVALÍDASE a partir del día 01 de Abril de 2007 y hasta la fecha de la presente resolución, la licencia no remunerada por razones particulares usufructuada por el agente Manuel Luis OLMEDO, M.I. N°..., cargo del Agrupamiento Administrativo y Técnico, Categoría 2 (21-202) dependiente de la Dirección de Asistencia a la Víctima del Delito y Violencia Familiar del Ministerio de Justicia y CONCÉDASE la licencia no remunerada de que se trata a partir de la fecha de la presente resolución y hasta el 02 de Febrero de 2008” (textual, sin el destacado, que me corresponde).

Del contenido de este acto surge que el Sr. Olmedo, aún sin que la Administración diera respuesta a su pedido de licencia, la usufructuó igualmente. De ahí los términos de la resolución que vino a sanear su situación al “convalidar” la licencia que de facto había usado el agente entre el 01/04/07 y el 15/08/07, es decir, durante cuatro (4) meses y quince (15) días.

Asimismo, podía Olmedo, de acuerdo a la resolución citada, continuar gozando de la licencia durante cinco (5) meses y quince (15) días más a partir de la fecha de dicho acto.  

Con fecha 20/06/08, esto es, cuatro (4) meses y dieciocho (18) días después de que debió retomar sus tareas (02/02/08) el agente comparece ante el Ministro de Justicia, constituyendo domicilio en calle 27 de Abril 370, Piso 12, Dpto. A y B de esta ciudad, expresando textualmente, que “habiéndose vencido la licencia otorgada oportunamente al suscripto, sin que se le hayan asignado funciones en ese Ministerio, viene a solicitar que se le asignen tareas y se indique el lugar de prestación de las mismas”. 

Nunca pidió “reincorporación”, como asegura en su demanda, sino asignación de funciones y de lugar de trabajo. Petición extraña, me permito decirlo, puesto que todo agente designado en un cargo de la Administración -en este cargo de naturaleza técnico-administrativa- en el que se ha venido desempeñando y por tanto ejerciendo funciones, conoce cuáles son las mismas sin necesidad de que su empleador se las comunique expresamente cuando retorna del goce de una licencia, de cualquier naturaleza que ella fuere. 
Pensemos cuál sería el objeto de un acto administrativo que dispusiera, notificándose luego a los agentes, cuáles son sus funciones cada vez que concluye una licencia por maternidad, o sus vacaciones anuales, u otra: ¿refrescar su memoria, por caso?

Aún en el particular caso del actor, en quién la duda resulta admisible, puesto que prestó servicios durante sólo seis (6) meses a partir de la designación en el cargo, y luego se “licenció” por nada menos que catorce (14) meses y veinte (20) días hasta la fecha en que comparece a efectuar la singular petición (desde el 01/04/07 hasta el 20/06/08), la pretensión deviene inusitada, y el agente, asombrosamente, aparece planteándola tal cual si le asistiera un derecho subjetivo a obtener la –también- asombrosa respuesta. 

Lo dicho, claro está, admite excepciones. Por caso, si al reintegrarse a la actividad, el agente se encuentra con que, arbitrariamente, se le ha despojado de su lugar o elementos de trabajo, se lo ignora, se lo aparta, se lo desplaza, se impide que haga la tarea que siempre hizo, se dificulta toda actividad laboral de su parte. 

Cosa que para nada surge le haya ocurrido al Sr. Olmedo -ni él lo ha planteado- que pudiera justificar su presentación pidiendo se le asignen funciones, en tanto admitamos que debía volver al mismo lugar en que fuera designado y desarrollara sus tareas desde su designación, en el mismo cargo, la misma categoría, la misma repartición y el mismo ministerio. 

Más aún, jamás pudo encontrarse en una situación conflictiva como las descriptas, sencillamente, porque, como se verá, nunca volvió a reasumir sus tareas.

Hecha esta digresión, y continuando con el análisis de las actuaciones, surge que con fecha 13/03/09, o sea, ocho (8) meses y veintiún (21) días después de aquella presentación del 20/06/08, Olmedo planteó pronto despacho de su solicitud de asignación de funciones, al no haberse dictado la resolución que pretendía al respecto. 

Como respuesta, la Administración por Resolución N° 50 (13/03/09), declaró la perención de la instancia administrativa, al encuadrarse el caso en el art. 113 de la Ley de Procedimiento Administrativo N° 5350 (t.o. 6658), y con los efectos del art. 114 ib., por tratarse de un trámite iniciado en el solo interés del administrado.

No existe objeción jurídica respecto del referido acto, que se encuadró en las disposiciones legales aplicables en materia de procedimiento. 

La Administración debió pronunciarse en tiempo y forma (120 días hábiles, esto es, prácticamente seis (6) meses corridos, según el art. 67 inc. g) de la L.P.A.), pero no obstante, al tratarse de una tramitación iniciada por el agente –y en su exclusivo interés- éste, tal como la normativa lo determina, de continuar siendo de su interés el avance y conclusión de las actuaciones, debió instar el trámite y recurrir a los resortes que la ley garantiza para la obtención del acto que perseguía.

Conforme al art. 113 ib., “La paralización del trámite de un expediente durante tres (3) meses, sin que en dicho lapso el administrado haya instado su prosecución, producirá por sí misma la perención de instancia, la que se declarará de oficio, pudiendo esta declaración ser recurrida”.
La razón por la que el actor no instó el trámite de las actuaciones por él iniciadas, es de su sola incumbencia (logró darse cuenta por sí mismo de cuáles eran sus funciones, o la Administración se las comunicó sin proceder al dictado de un acto, o dejó de interesarle conocer cuáles eran en tanto no concurrió a ejercerlas, etc., etc.).

Disponía de todos los instrumentos que le proporciona la normativa vigente y, libremente, decidió no utilizarlos; antecedente de hecho que se subsume en el precepto legal que he citado y da lugar a la perención de instancia que se dispuso.

La Administración se limitó a aplicar la ley.

Pero por otra parte, a mi criterio, nada tuvo que ver lo actuado en el expediente supra citado, con el tema de fondo que aquí se debe abordar, referido a la legitimidad de la cesantía del actor oportunamente resuelta por su empleadora.

Esto es, la falta de respuesta de la Administración a la particular solicitud del Sr. Olmedo, actitud que éste soportó sin insistir en el trámite, y la posterior declaración de perención de instancia en lo que hace a este pedido del actor, para nada modifica el hecho objetivo de su conducta, más tarde encuadrada en la figura de abandono del cargo.

Más aún, suponiendo por un momento que la Administración le hubiere informado cuáles eran sus funciones y adónde quedaba su lugar de trabajo, ello no modificaba el hecho que hasta el momento del pedido (20/06/08), estaba ampliamente vencida su licencia, que cesó a partir del 03/02/08, esto es, tres meses y medio antes.

VI) En efecto, si acudimos al otro expediente reservado para estos autos y a mi vista, N° 0485-014923/2008, apreciamos que el mismo es iniciado de oficio por la Administración, notificándose al agente que debía presentarse en la repartición indicada, a efectos de justificar las inasistencias producidas desde el 03/02/08 a la fecha (24/06/08), en virtud del vencimiento de la licencia no remunerada por razones particulares oportunamente otorgada.

Aquí podemos comprobar que en realidad, Olmedo –quién obtuvo una “convalidación” de licencia tomada por él sin autorización previa, más licencia a gozar con autorización, que venció el 02/02/08, en realidad nunca volvió a trabajar. Solo apareció, como ya he referido, con fecha 20/06/08, cuatro (4) meses y dieciocho (18) días después de la fecha en que debió reintegrarse al cargo, sin hacerlo, manifestando “que habiéndose vencido la licencia otorgada oportunamente al suscripto, sin que se le hayan asignado funciones en ese Ministerio, viene a solicitar que se le asignen tareas y se indique el lugar de prestación de las mismas”. 

Actitud singular, como mínimo.

La cédula de notificación citando al actor para la justificación de sus extensas faltas injustificadas, que obra a fs. 2 del expediente N° 0485-01492372008, está dirigida al domicilio de calle Martín Gil N° 4371 de B° Padre Claret de esta Ciudad.
Debajo, el notificador deja constancia que el citado no se encontraba en su domicilio, y que se dejó copia de la notificación por debajo de la puerta.

Con fecha 07/10/08, tres (3) meses y quince (15) días después de enviada la primera cédula, el Ministerio de Justicia envía una segunda cédula, comunicando nuevamente a Olmedo que debía presentarse ante la Administración a fin de justificar las inasistencias en que incurriera desde el vencimiento de la licencia que ya conocemos (fs. 3 ib.).

El instrumento contiene el detalle de las fechas en que el agente incurriera en las referidas faltas injustificadas, a saber: 

Febrero de 2008: días 4, 5, 6, 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15, 18, 19, 20, 21, 22, 25, 26, 27, 28, 29.  
Marzo de 2008: días 3, 4, 5, 6, 7, 10, 11, 12, 13, 14, 17, 18, 19, 20, 21, 24, 25, 26, 27, 28, 31.

Abril de 2008: días 1, 3, 4, 7, 8, 9, 10, 11, 14, 15, 16, 17, 18, 21, 22, 23, 24, 25, 28, 29, 30.

Mayo de 2008: días 2, 5, 6, 7, 8, 9, 12, 13, 14, 15, 16, 19, 20, 21, 22, 23, 26, 27, 28, 29, 30.

Junio de 2008: días 2, 3, 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 13, 16, 17, 18, 19, 23, 24, 25, 26, 27, 30.

Julio de 2008: días 1, 2, 3, 4, 7, 8, 10, 11, 14, 15, 16, 17, 18, 21, 22, 23, 24, 25, 28, 29, 30, 31.

Agosto de 2008: días 1, 4, 5, 6, 7, 8, 12, 13, 14, 15, 18, 19, 20, 21, 22, 25, 26, 27, 28, 29.

Septiembre de 2008: días 1, 2, 3, 4, 5, 8, 9, 10, 11, 12, 15, 16, 17, 18, 19, 22, 23, 24, 25, 26, 29.

Octubre de 2008: días 1, 2, 3 

Vale decir, se señalaban las faltas al servicio incurridas hasta el momento de disponerse la citación, la que se efectuaba bajo apercibimiento de encuadrar su conducta en la causal de cesantía según Ley 7233 y Decreto Reglamentario N° 1080/86.

La notificación nuevamente se efectuó en calle Martín Gil N° 4371 de B° Padre Claret de esta Ciudad.

Viene al caso aquí, para ubicarnos, destacar que en total, el actor registraba ciento sesenta y nueve (169) faltas injustificadas hasta la fecha de esta segunda citación.

El notificador dejó constancia que el agente no se encontraba en su domicilio y que se dejó copia de cédula por debajo de la puerta.

El referido domicilio es el último declarado por el Sr. Olmedo ante la Administración, según surge de lo informado por el Área de Recursos Humanos del Ministerio de que se trata, sectores Personal, Sueldos, etc. (ver. fs. 5, 27 y 28 del expediente N° 0485-013340/2007 y fs. 4 del expediente N° 0485-014923/2008)).

Con fecha 06/11/08, un (1) mes después del diligenciamiento de la segunda notificación, la Administración envía al mismo domicilio anterior, nueva citación al actor para que justifique sus inasistencias injustificadas, detallándolas nuevamente, esta vez mediante carta documento CAV0001367-5, que obra a fs. 7/9 del expediente de que se trata.

A fs. 16 ib. hay un informe de Asuntos Legales, según el cuál “Atento que las notificaciones obrantes a fs. 02, 03, 07 y 09 resultan defectuosas, se deberá cursar una nueva intimación al Sr. Olmedo al último domicilio denunciado por el agente en su legajo personal con el siguiente texto:...”.

Se agregaba al texto a notificar, respecto de las anteriores notificaciones, la disposición legal supuestamente vulnerada, el término por el que se lo emplazaba, y el apercibimiento bajo el cuál se lo hacía, conforme al artículo que se citaba de la Ley 7233, que eran los datos faltantes en las anteriores cédulas.

A continuación, obra carta documento fechada el 05/05/09 dirigida al agente con el contenido indicado supra por el Área Jurídica, al domicilio de Martín Gil N° 4371 de B° Padre Claret (fs. 18/19 expte. ib.). Vale decir, al último domicilio denunciado por el agente ante su empleadora.

Las cartas documento de fs. 7 y 18 del expediente administrativo, consignan el código 02, que conforme a las referencias allí obrantes equivale a “Se mudó”.

Ante ello, la Administración dispuso la notificación y emplazamiento del agente en los términos de art. 72 de la Ley 7233 y su reglamentación, por edictos que se publicaron en el Boletín Oficial por cinco (5) días a partir del 16/06/09, ejemplares acompañados a fs. 26 y ss. de las actuaciones administrativas.

VII) Afirmo sin hesitación que las notificaciones conteniendo los emplazamientos se efectuaron en legal forma en lo que hace al domicilio al que fueran dirigidas, por lo que paso a explicar. 

De acuerdo al art. 17 de la Ley 7233, que establece los deberes y prohibiciones de los agentes públicos, su inciso “x” dispone, como obligación, “... mantener permanentemente actualizada la información referente al domicilio”. 

Si el agente se mudó y no cumplió con el deber supra transcripto, al que lo obliga la normativa aplicable, la Administración cumplimenta su obligación notificando al último domicilio denunciado por el agente.

No está demás analizar la LPA, (Ley 5350 t.o. 6658), cuyo art. 25 dispone para los administrados en general: “Toda persona que comparezca ante la autoridad administrativa... constituirá en el primer escrito o acto en que intervenga, un domicilio dentro del radio urbano del asiento de aquélla.

El interesado deberá, además, manifestar su domicilio real. Si no lo hiciere o no denunciare el cambio, las resoluciones que deban notificarse en el domicilio real se notificarán en el domicilio constituido...”.

El art. 54 ib. preceptúa: “Las notificaciones ordenadas en actuaciones administrativas... se dirigirán al domicilio constituido, y en su defecto, al domicilio real”.

El actor, téngase en cuenta aquí, constituyó domicilio en calle 27 de Abril 370, Piso 12, Dpto. A y B de esta ciudad, en el expediente N° 0485-013340/3007, al comparecer el 20/06/08 pidiendo se le asignen funciones. Por tanto era ese el domicilio en que debieron efectuarse las notificaciones de las actuaciones producidas en tal trámite, ocurridas en el mencionado expediente, que es, recordemos, aquél en que se declarara la perención de instancia respecto de la solicitud y pedido de pronto despacho del actor referida a la mentada asignación de funciones.  

En tanto, las actuaciones por las que se efectúan los emplazamientos al actor para que efectúe la justificación de sus ciento sesenta y nueve (169) inasistencias injustificadas, expediente N° 0485-14923/2008, fueron iniciadas de oficio por la Administración, sin que exista en ellas domicilio constituido alguno, habiéndose efectuado notificaciones al agente en el domicilio que éste tenía denunciado desde su designación en la Administración Pública –único que la obliga- y que debía mantener actualizado en cumplimiento de la obligación que al respecto le genera la Ley 7233, art. 17 inc. “x”.

Si el agente “se mudó”, como consignan las cartas documento que le fueran remitidas, quedó legalmente notificado en dicho domicilio, en tanto es el denunciado ante la Administración por el empleado, quién, en caso de incumplir con la obligación de su actualización, debe soportar las consecuencias de su omisión.

No obstante ello, la Administración, extremando los cuidados para respetar el derecho de defensa del interesado, efectuó la notificación final de la forma prevista para personas inciertas o de domicilio desconocido en la Ley de Procedimiento Administrativo N° 5350 (t.o. 6658), art. 58, según el cuál: “La notificación a personas inciertas o cuyo domicilio se ignora, se hará por edictos publicados en el Boletín Oficial... durante cinco (5) días seguidos.

La notificación se tendrá por efectuada cinco (5) días después de la última publicación, y se proseguirá el trámite en el estado en que se hallen las actuaciones”, que es exactamente lo que hizo la accionada al emitir el Sr. Gobernador de la Provincia, el Decreto N° 1206 del 25/08/09, disponiendo la cesantía de Olmedo por hallarse incurso en las causales legales que allí se citan.

El referido decreto que dispuso la cesantía del actor, fue notificado –correctamente- al domicilio de Martín Gil N° 4371 de B° Padre Claret, y también al de calle 27 de Abril 370, Piso 12, Dpto. A y B de esta ciudad. 

Este último domicilio, reitero, nunca estuvo constituido en el expediente por el que se sustanciaran las actuaciones iniciadas de oficio y que concluyeran con la aplicación de la sanción expulsiva al actor, por lo que la accionada, correlativamente, nunca tuvo la obligación de notificar acto alguno en calle 27 de Abril 370 (domicilio que no queda claro cómo fue traído a la causa del procedimiento sancionatorio, ya que, simplemente, aparece una cédula dirigida al empleado, notificando el decreto de cesantía), habiendo devenido asimismo inoficiosa, a mi criterio, la notificación así efectuada que no agregó ni quitó nada al trámite en cuanto a la observancia del procedimiento legalmente establecido.
VIII) Párrafo aparte merece la actitud de la Administración Pública Provincial en el presente caso, a poco que observemos el descontrol que reveló su proceder.

En efecto, “convalidó” la licencia no remunerada desde el 01/04/07 hasta el 15/08/07, esto es, cuatro (4) meses y quince (15) días de inasistencias injustificadas del actor, quién a partir de transcurrido el quinto (5°) día de tal comportamiento, se había colocado en causal de cesantía por abandono de servicio, todo conforme a la normativa supra citada, que no reiteraré.

Tal “convalidación” fue efectuada por la Secretaría General de la Gobernación invocando el visto bueno del Ministro, supuesta autorización que en las actuaciones no he encontrado.

Pero aún existiendo la misma, la violación estatutaria es palmaria, en tanto las obligaciones de los agentes públicos, las causales de sanciones y el procedimiento instituido constituyen actividad reglada de la Administración, quién está facultada para actuar conforme lo establece la regla, sin que, a la vez, pueda dejar de hacerlo en el sentido que ella preceptúa.

Se trata de una potestad, esto es, de un poder-deber.

La competencia del funcionario, por otra parte, surge sólo de la ley, debiendo hallarse contemplada expresamente o resultar razonablemente implícita, nada de lo cual aparece en el caso.

Pero allí no acaba la incuria y desidia administrativa.

En efecto, en lugar de constatar –atento que ya se había “convalidado” la “licencia” que se autoasignara el empleado- que el mismo tampoco había regresado a sus labores después del quinto (5°) día posterior a que concluyera su “licencia segunda parte” (esto es la que se otorgara desde el 15/08/07 al 02/02/08), caso en que el actor incurría nuevamente en causal de cesantía, reaccionó “advirtiendo” que el empleado no se hallaba prestando funciones -porque, claro está, nunca había vuelto- con fecha 24/06/08, casi cinco (5) meses después. Allí recién efectuó un emplazamiento, y, finalmente, dio impulso a la tramitación más de ocho (8) meses después (ver expte. 0485-014923/2008, iniciado con tal motivo el 08/10/08).      


La Administración subvirtió los objetivos del contrato de empleo público y de toda la actividad administrativa, cuya razón de ser se legitima en la satisfacción de los intereses de la comunidad a través de la constante optimización del servicio.


Y el actor, por cierto, se extravió en conductas confusas y abusivas auspiciadas por el comportamiento de la Administración, viniendo finalmente a juicio con una pretensión que muy erradamente supone respaldada por una situación jurídico subjetiva que entiende poseer, extremo que este pronunciamiento -al menos en lo que hace a mi voto- tiene la obligación de desbaratar.   

Por lo expuesto, a la primera cuestión voto negativamente,

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL ÁNGEL ANTONIO GUTIEZ DIJO:

I.- Atento la disidencia que se ha planteado entre mis colegas, por imperativo del art. 382 del C.P.C.C. (aplicable por remisión del art. 13 de la ley del fuero) concurro a fundar mi voto sobre la solución que entiendo debe darse en el "sub lite".

El Dr. Cafferata, que emitió el primer voto, ya ha realizado una adecuada relación de causa, por lo que a ella me remito "brevitatis causae".

Sin embargo, respetuosamente me permito discrepar con él, compartiendo, en cambio, la idea sustancial que contiene el voto de la Dra. Suárez Ábalos de López.

En lo posible, trataré de no redundar en las fundadas razones que han determinado las opiniones de mis colegas.

II.- Parafraseando a Ortega y Gasset en su famosa expresión: "Argentinos, a las cosas...", creo que la misma actitud es necesaria para dar correcta solución al presente caso, en el que ambas partes han evidenciado una conducta que, cuanto menos, podríamos calificar de desidiosa y desaprensiva.

Las formas en el procedimiento administrativo son necesarias, que duda cabe; su cumplimiento por parte de la Administración y los administrados contribuye a la seguridad jurídica y facilita el ejercicio de derechos y obligaciones de una y otros; en resumen, cumplen una función de garantía. Sin embargo, la verificación de su cumplimiento a rajatabla puede llevar a que se desdeñe la verdad real, que debe ser el fin último al que debe tratar de llegar el razonamiento judicial, por lo menos en este fuero.

III.- El señor Manuel Luis Olmedo fue declarado cesante por Decreto N° 1.206, de fecha 25/08/09, en el cual se dio como fundamento normativo "...la conducta del agente encuadra en la causal de abandono de cargo prevista en el mencionado Artículo 68, inc. d) de la Ley Nro. 7233 y su Decreto Reglamentario Nro. 1080/86 por haber incurrido en inasistencias injustificadas durante más de cinco días..." (textual, cfr. fs. 31/32 del Expediente Administrativo N° 0485-014923/2008 que se encuentra reservado en la Secretaría del Tribunal y que tengo a la vista). 

Ha dicho el Tribunal Supremo de España que esta infracción supone: "...la dejación total del puesto de trabajo encomendado al funcionario, generalmente por tiempo indeterminado, sin motivo alguno que lo justifique, ligada al propósito de apartarse de los deberes inherentes al mismo, es decir una ruptura de facto de la relación de servicios con el consiguiente desamparo de los deberes propios del funcionario por decisión imputable sólo a él." (Sent. del  16/03/95, entre muchas otras).

El abandono del cargo "...presupone, conceptualmente, no una no comparecencia relativa o insuficiente o en cierto modo esporádica, sino una falta de comparecencia o cesación completa por parte del agente o funcionario. Es necesaria, además, la existencia del animus (ánimo, intención, elemento subjetivo) por ser éste un elemento indispensable para caracterizar la falta." (Fernández Vázquez, Emilio, pag. 1; ob. Diccionario de Derecho Público; Ed. Astrea; Bs.As., 1981).

IV.- Considero que el Sr. Olmedo incurrió, sin duda alguna, en la infracción de abandono del cargo. Doy razones.

Como se desprende del Expediente Administrativo N° 0485-013340/2007, fs. 13/15, el actor ingresó a la Administración Pública al ser designado en planta permanente por Decreto del P.E.P. N° 1.264 del 27/09/06, a partir del 01/10/06, en el ámbito del Ministerio de Justicia de la Provincia.

El 05/03/07, es decir cinco meses y cinco días después de ser designado, el actor le solicita al Ministerio una licencia sin goce de haberes por razones particulares por el término de un año (desde el 01/04/07 al 01/04/08, fs. 3 ib.). El 30/03/07 rectifica su pedido en razón de que su antigüedad era inferior a un año, por lo que solicita que se le otorgue "por el término que corresponda según su antigüedad, dejando establecido como fecha de inicio de esta el 01 de abril de 2007." (textual, cfr. fs. 6 ib.). 

A fs. 7/8 ib. se expide la Dirección de Asuntos Legales del Ministerio de Justicia con fecha 27/03/07, (llamativamente tres días antes de la fecha de presentación de la nota del actor a la que se alude en el mismo texto del dictamen). En el mismo se recomienda que se otorgue la licencia desde el 01/04/07 y por un lapso de tiempo igual al de su antigüedad en la Administración.

Con fecha 15/08/07 la Secretaría General de la Gobernación y Control de Gestión emite la Resolución N° 865, cuyo artículo 1° reza: "Convalídase a partir del día 01 de Abril de 2007 y hasta la fecha de la presente resolución, la licencia no remunerada por razones particulares usufructuada por el agente Manuel Luis OLMEDO, MI N°31.220.078, cargo del Agrupamiento Administrativo y Técnico, Categoría 2 (21-202) dependiente de la Dirección de Asistencia a la Víctima del Delito y Violencia Familiar, del Ministerio de Justicia y CONCÉDASE la licencia no remunerada de que se trata a partir de la fecha de la presente resolución y hasta el 02 de Febrero de 2008." (textual, fs. 20/21 ib).

Como puede observarse, a través de este acto se convalida desde el 01/04/07 una licencia para la cual el actor no contó con autorización previa, vale decir, se la tomó de hecho, lo que hizo necesario que la Administración enjugara la ilegalidad de la conducta del agente al faltar sin permiso. Así también, por el mismo acto y desde su fecha de dictado se le conceden más días de licencia sin goce de haberes hasta el 02/02/08. 

En síntesis, el total de licencia que el actor obtuvo de la Administración alcanzó a diez meses, lapso superior al que por derecho le correspondía, ya que hasta la fecha en que comenzó a tomarse la licencia unilateralmente, él contaba sólo con seis meses de antigüedad en el cargo; plazo que constituía el límite máximo de acuerdo a lo normado en el último párrafo de la reglamentación del art. 51, inc. b), de la Ley N°7.233.

Esta resolución dictada en beneficio del actor le fue notificada el día 24/08/07, al domicilio de calle Martín Gil N° 4.371, B° Padre Claret, de esta ciudad; notificación que no ha merecido ninguna objeción por parte del accionante, pese a lo cual luego aduce que el resto de las notificaciones que se practicaron en igual lugar no fueron válidas.

El Tribunal Superior de Justicia, in re "Martínez Luque, Enrique y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba..." (Sent. N° 60 del 29/11/85), con cita de Pedro Altamira (ob. "Curso de Derecho Administrativo", pág. 593), expresó que: "...el funcionario se halla colocado en una situación estatutaria, es decir, de carácter objetivo y general, creada unilateralmente y, por lo tanto, modificable en todo momento. La persona investida con la calidad de funcionario entra en esa situación de derecho objetivo preexistente y en tal virtud adquiere los derechos y obligaciones que ella consagra". (textual, mi énfasis).

La doctrina, por su parte, ha precisado que "...El desempeño de una función no consiste, por regla general, en una serie de prestaciones sino que se resume en la obligación genérica de realizar en la Administración Pública la actividad exigida por ésta dentro de la ley en sentido lato. Esta condición principal de la función pública explica su carácter personal e impone ciertos deberes implícitos al funcionario." (Diez, Manuel María, ob. "Derecho Administrativo", Tomo III, pág. 547; Ed. Plus Ultra; Bs.As., 1979).

Resumiendo, en mi opinión la razón esencial del vínculo que se crea entre la Administración y el empleado público, una vez que éste ingresa en aquella, es la de prestar sus servicios personales. Para eso se lo designó. 

En consecuencia, no es comprensible cómo el Sr. Olmedo (aunque sólo haya trabajado seis meses) y estando en pleno conocimiento de la fecha de vencimiento de la licencia sin goce de haberes que "graciosamente" la Administración le concedió hasta el 02/02/08, recién el día 20/06/07 -o sea cuatro meses y dieciocho días después de tener que concurrir a trabajar- hace una presentación titulada "SOLICITA ASIGNACIÓN DE FUNCIONES", en la que, además de constituir domicilio en calle 27 de Abril N° 370, piso 12, dpto. A y B, de esta ciudad, textualmente indica sólo lo siguiente: "Que habiéndose vencido la licencia otorgada oportunamente al suscripto, sin que se le hayan asignado funciones en ese Ministerio, viene a solicitar que se le asignen tareas y se indique el lugar de prestación de las mismas." (textual, fs. 1 del folio único 26 del Expediente Administrativo N° 0485-013.340/07). Lo transcripto constituye el único fundamento de su petición; la afirmación de que no se le habían asignado tareas ni el lugar donde las debía prestar es una afirmación que está absolutamente huérfana de todo sustento probatorio.

Con fecha 13/03/09 el actor presenta una solicitud de pronto despacho en los términos del art. 70 de la Ley de Trámite Administrativo -según dice- porque no se había resuelto su solicitud de que se le asignen funciones al estar vencida la licencia otorgada. A eso se limita su pedido (cfr. fs. 1 del folio único 24 ib.). Remarco que este requerimiento de pronto despacho  se hizo casi nueve meses después de la solicitud de asignación de tareas, ya largamente vencidos los plazos de 120 días que tenía la Administración para resolver, art. 67, inc. g, y el de 30 días que marca el art. 70 de la L.P.A. A esta altura el actor ya llevaba sin trabajar más de un año sin dar razones plausibles.


El lapso de inactividad indicado superaba largamente el de cinco días de faltas injustificadas que habilitaban la imposición de la sanción de cesantía (art. 68, inc. "d", Ley N°7.233), reglamentada por Decreto N° 1.080/86, y también el plazo que indica el inc. "a" del mismo artículo (más de diez días discontinuos de asistencias injustificadas en el año calendario). En realidad la conducta del actor puede subsumirse en ambos preceptos, e incluso el inc. "e" del mismo artículo que remite al art. 17 ib., cuyo primer inciso impone la prestación personal del agente en el lugar  y tiempo determinados.


Así las cosas, la sanción impuesta al Sr. Olmedo aparece totalmente proporcionada a la falta en la que él incurrió voluntariamente.

V.- Considero, por otra parte, que no ha existido real menoscabo al derecho de defensa del actor. 

Todo el procedimiento seguido por la Administración, antes de imponer la sanción, se realizó procurando dar al actor la posibilidad de manifestar los motivos que justificaban su accionar por un tiempo que excedía toda medida de razonabilidad.

Las notificaciones se realizaron en el único domicilio que el actor le proporcionó a la Administración como el real (recordemos que allí se le notificó el acto que le otorgaba la licencia). El domicilio "especial" fijado en el inoficioso escrito de solicitud de asignación de tareas, no obligaba a la Administración a formular las notificaciones allí, dado que en ningún momento el actor, salvo después de que se lo cesanteó, vinculó un trámite con el otro.

La actitud del Sr. Olmedo fue siempre pasiva. No hay constancias de que se haya preocupado diligentemente de intentar obtener una respuesta rápida a su pedido o, mejor aún, volver a trabajar como debía hacerlo.

He dicho más arriba que la tutela de las formas por el valor de sí mismas, sin adentrarse en el examen de la realidad que a veces ocultan, no es lo que corresponde hacer en este fuero. 

Examinados todos los expedientes administrativos y el judicial, en ningún momento el actor explicó por qué faltó sin justificarse durante tanto tiempo; vale decir, nunca manifestó siquiera cuáles eran esas circunstancias justificantes, de las que se habría visto privado de hacer valer por el problema de las notificaciones en distintos domicilios.

Por las razones expuestas, voto negativamente a la primera cuestión.

En cuanto a las costas considero deben imponerse al actor vencido, dado que no encuentro ninguna razón que me haga apartar del principio objetivo de la derrota.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DR. JUAN CARLOS CAFFERATA DIJO:

De compartirse lo que vengo de sostener al analizar la primera cuestión, propongo que: 

1.- Se haga lugar a la demanda y se declare la nulidad de los actos impugnados.

2.- Se condene a la demandada a reincorporar al actor en el cargo que poseía o en otro de jerarquía equivalente en la misma jurisdicción, asignándole tareas acordes. A los fines del cumplimiento espontáneo de la condena (art. 38 del C.P.C.A.) se considera adecuado establecer un plazo de dos meses contados a partir de que quede firme la presente resolución, bajo apercibimiento de ejecución.

3.- Se la condene asimismo a abonar al actor los haberes caídos desde el 20 de junio de 2008 y hasta que se produzca la efectiva reincorporación, con intereses desde que cada suma es debida y hasta su efectivo pago, a la tasa indicada al resolver la primera cuestión.

El pago deberá efectuarse en el plazo de cumplimiento espontáneo (art. 38 del C.P.C.A.) que se considera razonable establecer en cuatro meses computados a partir de la fecha en que quede firme la aprobación de la planilla pertinente, debiendo la demandada proponer liquidación dentro del mes siguiente al momento en que adquiera firmeza la presente resolución, bajo apercibimiento de ejecución (conf. art. 38 del C.P.C.A. y jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia en la causa "Lencina...", sentencia 161/99). 

4.- Se impongan las costas a la demandada vencida en razón de no encontrar razones que aconsejen apartarse del principio objetivo de la derrota (art. 130 del C.P.C.C., aplicable por virtud del art. 13 del C.P.C.A.), y se difiera la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para cuando se determine en definitiva la cuantía económica de la litis (art. 32, inc. 4, de la ley 9459).

Así voto.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA, LA SEÑORA VOCAL DRA. PILAR SUÁREZ ABALOS DE LÓPEZ DIJO:

Considero corresponde:

1.- Se rechace la demanda

2.- Se impongan las costas al actor vencido (art. 130 del C.P.C.C., aplicable por virtud del art. 13 del C.P.C.A.), y se difiera la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para cuando exista base económica suficiente al efecto (art. 32, inc. 4, de la ley 9459).
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL ÁNGEL ANTONIO GUTIEZ DIJO:

A mi juicio, es correcta la solución dada por la Dra. Suárez Ábalos  a la presente cuestión. Por ello haciendo mías sus conclusiones voto en igual sentido.

Así voto.

Por el resultado de los votos emitidos y por mayoría,

SE RESUELVE:

1.- Rechazar la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción incoada por Manuel Luis Olmedo en contra de la Provincia de Córdoba.

2.- Imponer las costas al actor vencido y diferir la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para cuando exista base económica suficiente al efecto.

Protocolícese y dése copia.

Con lo que termino el acto que firman los Señores Vocales.

4
5

